La Jurisdicción Especial para la Paz a la luz de las reflexiones sobre Justicia Transicional de The Rule of Reason. by Guzmán Gómez, Kimberly
1 
 
La Jurisdicción Especial para la Paz a la luz de las reflexiones sobre Justicia 
Transicional de The Rule of Reason. 
 




Los modelos de rendición de cuentas de la justicia transicional pueden basarse en 
modelos penales tradicionales, donde es importante la imposición de penas. Sin 
embargo, este modelo es inconveniente por el riesgo de reconfiguración del 
conflicto y por el desconocimiento a lógicas de la razón importantes. Por ello, se 
plantean modelos alternativos, como el denominado TRR. Él se basa en el 
reconocimiento de la racionalidad de los actores, así como en la construcción 
conjunta de un sistema de justicia para las víctimas.  El objeto del presente artículo 
es determinar cómo se aplicó TRR en el modelo de imposición de penas resultante 








Accountability models of transitional justice can be based on traditional criminal 
models, where the imposition of penalties is important. However, this model is 
inconvenient due to the risk of reconfiguration of the conflict and ignorance of 
important reason logics. Therefore, alternative models are proposed, such as the so-
called TRR. It is based on the recognition of the rationality of the actors, as well as 
on the joint construction of a justice system for the victims. The purpose of this 









El artículo es resultado del proyecto de investigación titulado “El diálogo entre la 
Corte Constitucional y la sociedad civil: Impacto de las intervenciones ciudadanas 
en los procesos de jurisdicción constitucional” elaborado por el semillero “Procesos 
constitucionales y activismo judicial”1 del Centro de Investigaciones Sociojurídicas 
de la Universidad Libre, seccional Bogotá. En este trabajo se aplicó el análisis del 
                                                          
1 Un agradecimiento especial a Javier Enrique Santander Díaz y Edgar Valdeleon Pabon por el apoyo 




impacto que tienen las intervenciones ciudadanas en los procesos jurisdiccionales 
constitucionales, específicamente, en los concernientes al Acuerdo Final, también 
llamado Acuerdo Colón (en adelante AcCo). 
 
La elección de los mecanismos de justicia transicional son una facultad discrecional 
de los Estados que se acogen a estos procesos. Sin embargo, en este ejercicio deben 
respetar el marco establecido por el derecho internacional2 y los parámetros 
constitucionales3 de su propio ordenamiento. Los procesos actuales4 deben 
garantizar la rendición de cuentas, la justicia y la reconciliación5. The Rule of Reason 
(en adelante TRR) sostiene que estos mecanismos deben responder al objetivo del 
restablecimiento de la razón6, lo que implica el repudio total de medidas retributivas 
en el diseño de justicia que se vaya a adoptar.  
 
El AcCo7 dispuso la creación del "Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y 
No Repetición” (en adelante SIVJRNR). Este contempla mecanismos judiciales y 
extrajudiciales para la garantía de los derechos de las víctimas del conflicto. El 
análisis del presente artículo se centrará únicamente en el componente judicial 
denominado “Jurisdicción Especial para la Paz” (en adelante JEP).  
 
La pregunta fundamental de este escrito es cómo se aplicó TRR en el modelo de 
imposición de penas resultante del AcCo. La hipótesis que se plantea es que TRR se 
implementó parcialmente. Si bien es posible reconocer elementos esenciales de TRR 
en el modelo analizado, algunos componentes del mismo permiten la aplicación de 
penas de carácter retributivo, lo que pone en duda su acogimiento integral.  
 
Para la comprobación de la hipótesis se realizó un análisis comparativo de los 
planteamientos de TRR en relación con la JEP. Ello permitió identificar los 
                                                          
2 U.N. Security Council. “Report of the Secretary-General to the Security Council on the rule of law and 
transitional justice in conflict and post-conflict societies”. S/2004/616. (23 de agosto de 2004). Párrs. 9 y 
10. 
3 Corina Duque Ayala, “El control constitucional de la justicia transicional en Colombia, frente a los 
requerimientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”. Verba Iuris 33, enero - junio 2015, At. 
77, p. 81.  
4 En el pasado, países como Argentina, Perú, Chile y El Salvador implementaron sistemas de transición que 
invisibilizaron a las víctimas del conflicto y adoptaron leyes de autoamnístia y amnistías generales. Años 
después, la justicia nacional y regional, en cada caso, ha desaprobado dichos procesos y ha establecido 
límites para futuros procesos de transición.   
5 U.N. Security Council. “Report of the Secretary-General to the Security Council on the rule of law and 
transitional justice in conflict and post-conflict societies”. Op. Cit., Párr. 8. 
6 Charles V. Blatz, “Reason, Peace, Transitional Justice, and Punishment”. International Journal of Peace 
Studies, Volume 11, Number 1, Spring/Summer 2006, At. 59, p.1. 
7 Las negociaciones de paz entre el gobierno de Colombia y el grupo armado FARC-EP iniciaron 
formalmente en el año 2012 en la ciudad de La Habana, Cuba. La agenda de negociaciones dispusó como 
quinto punto a “las víctimas del conflicto”, en donde se discutieron los temas concernientes al SIVJRNR. 
Después de cuatro años de discusiones, se presentó a la sociedad colombiana el primer Acuerdo Final de 
Paz y su aprobación se sometió consideración popular a través del Plebiscito llevado a cabo el 2 de octubre 
de 2016. El resultado fue desaprobatorio con un registro negativo del 50,23%, lo cual condujo al gobierno 
a llevar a cabo una renegociación del acuerdo incluyendo algunas modificaciones. La versión final fue 
plasmada en el texto del Acuerdo de Colón, el cual fue refrendado por el Congreso de la República.  
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componentes que son y no son concordantes con los planteamientos de TRR. 
Conforme a ello, el presente artículo desarrollará la siguiente estructura: la primera 
parte presenta el planteamiento teórico de la justicia transicional haciendo énfasis 
en materia de imposición de penas y de TRR. La segunda parte presenta una 
descripción de la imposición de penas del modelo transicional colombiano en torno 
al AcCo, el Acto legislativo 01 de 2017 (en adelante ALJEP) y su proyecto de Ley 
Estatutaria (en adelante LJEP), así como las distintas intervenciones y posturas en 
su proceso de implementación normativa. Finalmente, se presentarán las 
conclusiones.  
 
II. Planteamiento teórico 
  
A. Justicia transicional  
 
La justicia transicional se refiere al conjunto de procesos y mecanismos asociados 
con el intento de una sociedad de resolver los problemas derivados de un legado de 
abusos a gran escala8. Su fin es garantizar la rendición de cuentas, servir a la justicia 
y lograr la reconciliación9. Este concepto ha sido construido por experiencias de 
distintos países que persiguieron el restablecimiento del estado de derecho10. 
Algunas transiciones se han dado en el marco de regímenes que cometieron actos 
de violencia en contra de la oposición para mantenerse en el poder11 y otras por 
épocas de violencia entre actores estatales y grupos rebeldes12. De acuerdo con 
estos contextos la transición puede ser impuesta por las élites y por naciones 
extranjeras o puede ser el resultado de acuerdos entre los actores del conflicto13, 
caso en el cual, se ha resaltado que puede haber mayor garantía de la participación 
de todos los actores en la rendición de cuentas. 
 
Estas experiencias han permitido identificar enseñanzas y lineamentos generales 
sobre la materia que, si bien generan un marco de referencia, no imponen un modelo 
único u obligatorio14. Por ejemplo, la implementación de los modelos transicionales 
bajo una lógica sistemática15. Esto implica que las estrategias sean integrales y que 
                                                          
8 “Transitional justice is the full range of processes and mechanisms associated with a society’s attempt to 
come to terms with a legacy of large-scale past abuses, in order to ensure accountability, serve justice and 
achieve reconciliation”. U.N. Security Council. “Report of the Secretary-General to the Security Council 
on the rule of law and transitional justice in conflict and post-conflict societies”. S/2004/616. (23 de agosto 
de 2004). Párr. 8. 
9 U.N. Security Council. “Report of the Secretary-General to the Security Council on the rule of law and 
transitional justice in conflict and post-conflict societies”. S/2004/616. (23 de agosto de 2004). Párr. 8. 
10 Rodrigo Uprimny, María Paula Saffon, Catalina Botero & Esteban Restrepo, “¿justicia transicional sin 
transición?”, Ediciones Antropos, 21. (2006).  
11 David Bloomfield, Teresa Barnes and Luc Huyse, Reconciliation After Violent Conflict: A Handbook. 
Stockholm, IDEA. 42. (2003). 
12 Ibíd, p. 43. 
13 Eric Posner & Adrian Vermeule, "Transitional Justice as Ordinary Justice”. Harvard Law Review, 2003, 
At.762.  
14 Eric Posner & Adrian Vermeule. Op. Cit., p. 21. 
15 U.N. Office of the United Nations High Commissioner for Human Rights. “Rule-of-law tools for post-
conflict states: National consultations on transitional justice”. HR/PUB/09/2. (2006). p. 1.  
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involucren a todos los actores e instituciones del Estado16. De hecho los procesos 
más exitosos han sido, en gran parte, aquellos que han permitido mayor 
participación de las víctimas y han llevado a la práctica consultas públicas17. Los 
procesos de consulta nacional, particularmente con aquellos afectados por 
violaciones de derechos humanos, son importantes para contribuir a una estrategia 
integral de justicia transicional que tenga en cuenta las circunstancias particulares 
de cada situación y este acorde con las normas internacionales de derechos 
humanos18.  
 
La justicia transicional es contextual19. El diseño de sus mecanismos debe responder 
a distintos aspectos como las causas del conflicto y la gravedad de los abusos, solo 
por enunciar algunos20. Sin embargo, la comunidad internacional se apresuró en su 
momento a prescribir una fórmula particular con especial insistencia en los 
enjuiciamientos penales21. No tuvo en cuenta que las víctimas y electorados 
nacionales deben tener la oportunidad de considerar y decidir el modelo adecuado 
para su propia realidad22. Por ello, en los últimos años se han sugerido procesos 
abiertos y públicos23. 
 
Aunque no existe un modelo transicional obligatorio, en todo caso se deben acoger 
los estándares del derecho internacional. El fundamento normativo de estos 
estándares se encuentra en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, el 
Derecho Internacional Humanitario, el Derecho Penal Internacional y otros 
instrumentos de Naciones Unidas que consagran derechos y deberes relativos a la 
materia24. Por ejemplo, en relación con las obligaciones estatales derivadas del  
deber de administrar justicia, los principios de la ONU25 identificaron cuatro claves 
en la lucha contra la impunidad: a) el derecho a la verdad individual y colectiva. 
Consiste en el derecho a conocer la verdad sobre los acontecimientos relacionados 
con las violaciones cometidas y los motivos que llevaron a éstas26. Para su 
                                                          
16 Ibíd., p. 1.  
17 Kai Ambos, Ezequiel Malarino & Gisela Elsner, “Justicia de transición”, Konrad Adenauer Stiftung E. 
V., 46 (2009). 
18 U.N. Office of the United Nations High Commissioner for Human Rights. “Derechos humanos y justicia 
de transición”. 2005/70. (20 de abril de 2005) 
19 Kai Ambos, Ezequiel Malarino & Gisela Elsner, Op. Cit., p. 33. 
20 Eric Posner & Adrian Vermeule. Op. Cit., p. 767. 
21 Angelika Rettberg, “Entre el perdón y el paredón: preguntas y dilemas de la justicia transicional”. 
Universidad de los Andes, 215. (2005). 
22 Kai Ambos, Ezequiel Malarino & Gisela Elsner. Op. Cit., p. 46. 
23 Félix Reátegui, “Justicia Transicional. Manual para América Latina”. Centro Internacional para la 
Justicia Transicional (ICTJ). 66 (2006).  
24 U.N. Asamblea General. “Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho 
internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”. 60 /147. (16 de diciembre de 
2005). 
25 U.N. Comisión de Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas. Resolución sobre 
impunidad. E/CN.4/RES/2005/81. (21 de abril de 2005). 
26  U.N. Comisión de Derechos Humanos de la Organización de Naciones Unidas. “Conjunto de 
Principios actualizado para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha 
contra la impunidad””. E/CN.4/2005/102/Add. (18 de febrero de 2005). p. 7.  
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cumplimiento se ha recurrido al establecimiento de comisiones de la verdad y a la 
apertura o continuación de investigaciones27; b) El derecho a la justicia. Este 
derecho implica que los Estados deben llevar a cabo investigaciones de las 
violaciones para procesar, juzgar y condenar debidamente a los culpables28. Para su 
garantía se han empleado tribunales internacionales, tribunales domésticos o 
híbridos29, e incluso demandas civiles y mecanismos alternativos, sobre lo cual se 
profundizará más adelante; c) El derecho a la reparación. Es el derecho de la víctima 
o su derechohabiente a obtener reparación por la violación de un derecho humano30. 
Para su cumplimiento se debe garantizar la posibilidad de acceder a reparación por 
la vía penal, civil, administrativa o disciplinaria31. También se pueden disponer de 
programas de rehabilitación, compensación, restitución, y medidas simbólicas32 y; 
d) las garantías de no repetición. Consiste en la adopción de medidas que garanticen 
que las víctimas no volverán a ser objeto de violaciones33. Para este fin se crean 
espacios de desmovilización, reintegración, lustración y reforma institucional34.  
 
El derecho a la justicia puede ser abordado desde distintos enfoques. Los Estados 
tienen la facultad de adoptar modelos de justicia retributiva, restaurativa, histórica, 
compensatoria, entre otras.  
 
(i) La justicia retributiva se refiere al enjuiciamiento penal35. Este puede ser un 
mecanismo que contribuya a un modelo ajustado a los estándares 
internacionales descritos. Este proporciona rendición de cuentas por parte 
de los perpetradores y garantiza una medida de justicia para las víctimas36. 
Sin embargo, su implementación suele implicar el triunfo militar de una de 
las partes del conflicto armado la cual instaura los tribunales encargados de 
juzgar37. Esta característica hace que su implementación sea escasa en casos 
de acuerdos o fines del conflicto negociados.  Además, en algunos contextos 
este modelo presenta limitaciones, bien sea por los recursos, el número de 
casos38 o la congestión de los tribunales39. Por ello los procesos 
transicionales deben considerar otros mecanismos que alivien dichas 
limitaciones y que no dejen de responder a la garantía integral de los 
derechos de las víctimas.  
 
                                                          
27 Ibíd., p. 8. 
28 Ibíd., p. 12.  
29 Ibíd., p. 13.  
30 Ibíd., p. 16. 
31 Ibíd., p. 17. 
32 Ibíd., p. 17. 
33 Ibíd., p. 17. 
34 Ibíd., p. 18. 
35 Eric Posner & Adrian Vermeule. Op. Cit, p. 762. 
36 U.N. “Rule-of-law tools for post-conflict states, National consultations on transitional justice”. 
HR/PUB/09/2. (2006), p. 6.  
37 Rodrigo Uprimny, María Paula Saffon, Catalina Botero & Esteban Restrepo. Op. Cit. p. 116. 
38 Eric Posner & Adrian Vermeule. Op. Cit, p. 801.  
39 Ibíd., p. 801. 
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Los autores40 que sostienen que los procesos de justicia transicional deben 
regirse por un enfoque retributivo, argumentan que este permite, entre 
otros: a) evitar deseos de venganza de las víctimas41; b) impedir la toma de 
poder por parte de los perpetradores; c) eliminar la concepción de culpa 
colectiva -pues ésta sería individualizada-42 y; d) fortalecer la confianza 
pública y la democracia43. Pese a esto, en algunos contextos el castigo 
absoluto puede ser contraproducente44. Entre las deficiencias, además de las 
limitaciones ya mencionadas, se señalan: la desestabilización de las 
negociaciones de acuerdos de paz45; el surgimiento de nuevas redes o 
subgrupos hostiles; la acentuación de deficiencias del sistema retributivo, 
como desatención en las víctimas o revictimización46; el aumento de 
hacinamiento carcelario47 y, obstáculos materiales inherentes a estos 
procesos48. Además, se considera que la justicia penal ordinaria no está 
diseñada para atender violaciones masivas y entender los móviles y los 
patrones de estas conductas49.  
 
Por ello, pese a que el Derecho Internacional exije el castigo individual de los 
responsables y se opone a la decisión de olvidar de una sociedad50, la 
                                                          
40 Francisco Cortés, “Entre el perdón y la justicia. Reflexiones en torno a los límites y contradicciones de 
la justicia transicional en Justicia Transicional: Teoría y Praxis”. Editorial Universidad del Rosario.112. 
(2006); Diego González Medina, “Serie Documentos de Trabajo, n.º 43 Sobre la Justificación de la Pena 
en Contextos de Justicia Transicional”, Departamento de Derecho Constitucional Universidad Externado, 
2015. P. 5; Rodrigo Uprinmy, Luz María Sánchez Duque & Nelson Camilo Sánchez León, “Justicia para 
la paz: crímenes atroces, derecho a la justicia y paz negociada”, Centro de Estudios de Derecho, Justicia y 
Sociedad, 109. (2014). 
41 Kai Ambos, Ezequiel Malarino & Gisela Elsner. Op. Cit, p. 31. 
42 Rodolfo Torregrosa, “Algunas Reflexiones Sobre La Justicia Transicional En Colombia Desde El 
Derecho De Los Derechos Humanos Y El Derecho Internacional Humanitario”, Dialogo de Saberes, 2011, 
p. 50. 
43 Félix Reátegui, “Justicia Transicional. Manual para América Latina”. Centro Internacional para la 
Justicia Transicional (ICTJ). 49. (2006).  
44 Ezequiel Malarino, “Transición, derecho penal y amnistía. Reflexiones sobre la utilización del derecho 
penal en procesos de transición”, Revista de Derecho Penal y Criminología, 3.ª Época, n.º 9, enero de 2013, 
P. 218. 
45 I, Garfunkel, "Verdad y justicia: ¿términos incompatibles en la justicia transicional?", American 
University International Law Review, vol. 32, no. 2, 2017, At. 433. 
46 Angelika Rettberg, Entre el perdón y el paredón: preguntas y dilemas de la justicia transicional. 
Universidad de los Andes, 216. (2005). 
47 Patiño Mariaca, Daniel Mauricio, & Ruiz Gutiérrez, Adriana María. “La justicia restaurativa: un modelo 
comunitarista de resolución de conflictos”. Revista de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, 2015, 
p. 250. 
48 Eric Posner & Adrian Vermeule. Op. Cit, p. 801. 
49 Félix Reátegui. Op. Cit, p. 50.   
50 Ver la sentencia de la CorteIDH en el caso Gelman vs. Uruguay del 24 de febrero de 2011. Se trató de la 
expedición de una ley de amnistía, denominada por el parlamento “Ley de caducidad” y de su sometimiento 
a mecanismos de participación ciudadana. La CorteIDH señaló que el hecho de que la ley haya sido 
aprobada y respaldada por la ciudadanía no le concedía legitimidad ante el Derecho Internacional. La 
participación de la ciudadanía se consideró hecho atribuible al Estado ya que en casos de graves violaciones 
al Derecho Internacional de los Derechos Humanos la protección de los derechos humanos es un límite 
infranqueable a la regla de mayorías. 
7 
 
continuación histórica de los hechos atroces como muestra de la 
deconstrucción del derecho penal tradicional y del castigo retributivo llevan 
a la identificación de mecanismos de justicia alternativos como los que se 
describirán.  
 
(ii) Las amnistías se refieren al perdón de los enjuiciamientos penales. Pueden 
ser coherentes o no con la reconciliación. Por ejemplo, las amnistías 
absolutas, además de estar prohibidas por el derecho internacional, implican 
denegación total de justicia y generan sentimientos de abandono e 
indiferencia ante los procesos curativos de las víctimas. Esto conlleva 
también la provocación de patrones de violencia en contra del activismo del 
pueblo reclamante y nuevos tipos violencia generada por la delincuencia 
organizada51. Sin embargo, la amnistía parcial o condicional si es admitida 
por el derecho internacional considerando que una sociedad en postconflicto 
puede hallarse en una excepción. Ello exige el cumplimiento de ciertas 
condiciones como un debate público previo a la ley de amnistía, garantía de 
verdad y reparación, y el pleno respeto de las obligaciones internacionales52, 
lo que implica la no aplicación de amnistías para las graves violaciones a 
derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario. Por 
lo general este beneficio se otorga para la noción de derechos políticos.  
 
En lo que respecta al riesgo de habilitar la competencia de la Corte Penal 
Internacional (en adelante CPI) ante el otorgamiento de amnistías es 
importante señalar que existen tres hipótesis en las cuales ésta puede 
abstenerse de conocer un caso por la defensa de la justicia o el 
mantenimiento de la paz internacional. La primera es la solicitud del Consejo 
de Seguridad según las facultades que le confiere la Carta de las Naciones 
Unidas36. La segunda, la decisión de la Corte de no admitir el caso y, la tercera, 
la decisión del Fiscal de no iniciar la investigación. Para que algunas de dichas 
hipótesis sucedan es necesario que se compruebe: (a) que la decisión de no 
castigar penalmente a los responsables de estos crímenes no sea el efecto de 
una autoamnistía ni resulte innecesaria o finalmente inútil para alcanzar la 
paz o la democracia. (b) que el Estado hubiere diseñado un conjunto de 
medidas que puedan satisfacer el contenido mínimo no renunciable de los 
derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación. (c) que el Estado hubiere 
adoptado medidas adecuadas de no repetición de los crímenes cometidos.  
 
(iii) La justicia restaurativa es un enfoque repensado de la justicia penal que 
funciona con la plena participación de las víctimas y de las comunidades53. 
Su objetivo final es restablecer las relaciones entre la víctima, el delincuente 
                                                          
51 Helen Mack, Conference paper 1/2006 “Dealing with the Past and Powerful Groups: Challenges to 
Peacebuilding, Justice and Reconciliation”. (2006).    
52 David Bloomfield, Teresa Barnes and Luc Huyse. Op. Cit, p. 110. 
53 A. Gómez-Velásquez, & J. Correa-Saavedra, "¿Sobredimensión de la tension entre justicia y paz? 
reflexiones sobre justicia transicional, justicia penal y justicia restaurativa en colombia", International 
Law, 2015, p. 193. 
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y la comunidad54. Sin embargo, se considera que está diseñada para 
conflictos menores, por lo cual se cuestiona su capacidad para resolver 
crímenes graves55. No obstante, esta iniciativa se ha llevado a cabo en los 
tribunales gacaca en Ruanda con el objetivo de acelerar el enjuiciamiento de 
presuntos autores del genocidio56. Se ha aumentado la participación de la 
población y se han introducido elementos de mediación y reconciliación en 
el proceso57.  
 
Esta alternativa, junto con los programas de verdad y la reparación ofrece un 
atractivo medio entre la justicia retributiva y la amnistía total. Sin embargo, 
es necesario trabajar en las condiciones de su uso para atrocidades como el 
genocidio o violaciones prolongadas de los derechos humanos58. Para 
algunos la justicia restaurativa solo puede complementar la justicia 
transicional, no sustituirla59. Por ejemplo, en virtud de una mediación la 
concesión de perdones o rebajas no pueden ser desproporcionadas ya que el 
Estatuto de Roma impone la obligación de establecer penas adecuadas para 
la comisión de crímenes internacionales60. Bajo esta postura una dosis de 
castigo retributivo parece ineludible61.  
 
(iv) Las comisiones de la verdad son organismos garantizan procedimientos de 
investigación para el esclarecimiento de hechos, causas y consecuencias 
relativos a las violaciones de los derechos humanos62. Además, pueden 
proponer recomendaciones sobre reparaciones y reformas institucionales, 
otro mecanismo complementario que proporciona reparación integral a las 
víctimas siempre y cuando no contemplen únicamente un carácter 
pecuniario63. Estos programas deben perseguir el reconocimiento de las 
victimas como ciudadanos con derechos iguales y deben tener la amplitud 
suficiente para no excluir grupos significativos de víctimas64. Por ello 
también deben incluir medidas de restitución, rehabilitación, lustración 
administrativa65, desmovilización y medidas simbólicas66. 
                                                          
54 Ibíd., p. 193. 
55 Rodrigo Uprimny, María Paula Saffon, Catalina Botero & Esteban Restrepo. Op. Cit. p. 119.  
56 David Bloomfield, Teresa Barnes and Luc Huyse. Op. Cit, p. 115.  
57 Ibíd., p. 116.  
58 David Bloomfield, Teresa Barnes and Luc Huyse. Op. Cit, p. 113. 
59 Rodrigo Uprimny, María Paula Saffon, Catalina Botero & Esteban Restrepo. Op. Cit. p. 120.  
60 Ibíd., p. 120.  
61 Ibíd., p. 129.  
62 U.N. Office of the United Nations High Commissioner for Human Rights. “Rule-of-law tools for post-
conflict states: Truth Commissions”. HR/PUB/06/1. (2006), p. 1.  
63 Ibíd., p. 2 
64 Pablo de Greiff, Conference paper 1/2006 “Reparations and the Role of International Cooperation”. 
(2006).  
65 Alexander Mayer-Rieckh, Conference paper 1/2006 “Vetting, Institutional Reform and Transitional 
Justice”. (2005). 
66 U.N. Office of the United Nations High Commissioner for Human Rights. “Rule-of-law tools for post-




Cada uno de los mecanismos descritos tiene un beneficio distinto, por ello, la manera 
mas recomendada de abordar el diseño de un modelo transicional es recurrir a la 
combinación de los mismos67. Entender la necesidad de reunir distintos 
mecanismos implica la capacidad de valorar dos contextos jurídicos posibles. Uno 
ordinario, bajo el cual se presentan violaciones individuales o aisladas y, en 
consecuencia, enjuiciamientos y reparaciones también individuales. Y otro especial 
o excepcional, de violaciones masivas, que deben ser correspondidas con 
enjuiciamientos y reparaciones acordes a esas características68. En este contexto los 
conceptos de justicia y reparación también varían. Verbigracia, el sentido amplio del 
término “reparación” incluye otras medidas que, aunque no crean un beneficio 
directo para las víctimas, generan reparación, por ejemplo, los enjuiciamientos y las 
reformas institucionales69. Así mismo, el concepto de justicia es mas amplio. Todos 
los mecanismos transicionales deben funcionar en conjunto para su realización. La 
verdad sin reparación, o la reparación sin verdad pueden ser considerados gestos 
vacíos para las víctimas70. Los mismo sucede con alguno de dichos mecanismos en 
ausencia de reformas institucionales serias, enjuiciamientos y la promoción de 
estrategias sociales de reconciliación71. 
 
Un modelo ideal de justicia transicional sugiere entonces, contar con la participación 
de todas las partes, especialmente de las víctimas, así como un modelo de rendición 
de cuentas que garantice sus derechos a la verdad, justicia, reparación y no 
repetición con la coordinación armónica de distintos mecanismos previstos para tal 
fin72.  
 
B. The Rule of Reason 
 
Para TRR, la justicia transicional es un proceso de transformación o de regreso al 
imperio de la ley y de la razón bajo un compromiso con la paz73. Este proceso busca 
la reinvindicación de la dignidad de las víctimas74. A partir de esta idea las víctimas 
no pueden ser invisibilizadas bajo ninguna forma, como de manera equivoca se ha 
hecho en distintos procesos de justicia transicional75. Por ello, el objetivo principal 
es que el perpetrador redefina su relación con la víctima y comprenda el daño y la 
afectación que provocó en su vida76. El primer paso para el restablecimiento de la 
                                                          
67 Eric Posner & Adrian Vermeule, Op. Cit, p. 762 & Kai Ambos, Ezequiel Malarino & Gisela Elsner, Op. 
Cit, p. 24. 
68 Rodrigo Uprimny, María Paula Saffon, Catalina Botero & Esteban Restrepo. Op. Cit. p. 121. 
69 Ibíd., p. 78.  
70 David Bloomfield, Teresa Barnes and Luc Huyse, Op. Cit. p. 125. 
71 Pablo de Greiff, “Handbook of Reparations”, Oxford University Press, 451-477. (2006) & David 
Bloomfield, Teresa Barnes and Luc Huyse, Op. Cit. p. 125.  
72 Yasmin Sooka, Conference paper 1/2006 “Dealing with the Past and Transitional Justice: Building Peace 
through Accountability”. (2006). 
73 Charles V. Blatz, Op. Cit, p. 60. 
74 Ibíd., p. 60. 
75 Charles V. Blatz, Op. Cit, p. 61. 
76 Ibid., p. 63 
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razón en esta relación es que la víctima tenga la facultad legítima de ejercer un 
reclamo ante su perpetrador y que este se encuentre dispuesto a rendir cuentas77. 
Esta posibilidad dependerá de cada modelo de rendición de cuentas cuyo diseño 
varía de acuerdo a la preocupación ética presente en cada contexto y del grado de 
acuerdo o paz que se alcance entre las partes78. Este grado va desde la restricción de 
interferencia o la mera tolerancia entre las partes hasta el objetivo más ambicioso, 
que es la aceptación y la simpatía en un vínculo de comprensión real79.  
 
La gravedad de los hechos, los desafíos propios de cada sociedad y las circunstancias 
de odio o perdón de cada cultura son aspectos que pueden influenciar en el diseño 
del modelo80. Independientemente de ello, se busca que en dicha relación el 
perpetrador tenga en cuenta la experiencia subjetiva de la víctima, es decir, el 
modelo de rendición de cuentas debe evitar objetivizar el sufrimiento de todas las 
víctimas porque esto contribuye a su invisibilización81. Además, el perpetrador 
también debe responsabilizarse de una relación continuada con la víctima porque 
su reconstrucción y su dignidad exigen un compromiso mutuo a futuro82. Una 
disculpa e incluso la imposición de un castigo no pone fin al daño ni restaura a la 
víctima83. 
 
La importancia de la reconstrucción de la relación entre víctima y víctimario 
propuesta por TRR84 radica en que las interacciones generadas en este contexto de 
reconocimiento mutuo facilitan la construcción de conceptos normativos comunes 
o una moral válida entre las partes, es decir, que las acciones consideradas 
razonables para uno sean razonables para el otro y para todos85. Quiénes86 se han 
referido sobre ello coinciden en la importancia de que el acusado y el juzgado 
compartan el mismo criterio de justicia del que nacen las decisiones sobre 
sanciones. La inexistencia de este consenso termina con que las decisiones de la 
justicia que emana del Estado sean consideradas como injustas por los ciudadanos87. 
Más aún, en situaciones de conflictos armados, donde existe una disyuntiva entre la 
moral con la cual se actúo y con la cual se juzga88.  
 
Un juicio razonado es un juicio que resulta de la aprobación de todos los seres 
racionales pertenecientes a una comunidad89. Debe ser el resultado de tal acuerdo 
                                                          
77 Ibid., p. 63 
78 Ibid., p. 65. 
79 Ibíd., p. 66. 
80 Ibíd., p. 67.  
81 Ibíd., p. 67. 
82 Ibíd., p. 69. 
83 Ibíd., p. 70. 
84 Ibíd, p. 63. 
85 Gerald Postema, “Public Practical Reason: An Archeology”, Social Philososhy and Policy-Cambridge 
University Press, 1995, p. 63. 
86 Alan Norrie, Op. Cit, p. 49; Inmanuel Kant, The metaphysical elements of justice. Indianapolis: Bobbs-
Merrill (1965) p. 107; Hannah Arent, Eichmann en Jerusalen, Editorial Lumen. (1999), p. 21.  
87 Alan Norrie, Op. Cit. p. 49.  
88 Hannah Arent, Op. Cit, pp. 21 y 176. 
89 Gerald Postema, Op. Cit, p. 63. 
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ya que la práctica de la justificación esta dirigida a presentar nuestros actos ante los 
demás90. Esas representaciones determinan la forma en la que los seres humanos 
actúan y, asimismo, la forma en que juzgan los actos de los otros. Asi, esta razón se 
convierte en un presupuesto básico para la justicia91. Por ello es fundamental que 
las víctimas y los víctimarios sean reconocidos mutuamente como agentes 
racionales. Si víctimas y víctimarios comparten un lenguaje normativo común sobre 
el juicio que se emita, éste será considerado justo para ambos. 
 
Bajo este ideal, el castigo entendido como la imposición de una sanción ajustada a la 
comisión de una ofensa, bien sea con el fin de expiar la culpa, rehabilitar el 
condenado o disuadir a la sociedad, es incompatible con los fines básicos de la 
justicia transicional92. La construcción de conceptos normativos comunes no es 
posible con un condenado al castigo y a una víctima invisibilizada, ya que no les es 
posible la participación en ese proceso. Frente a ello TRR considera insuficientes las 
razones de quienes sostienen la viabilidad del uso de la fuerza. Argumentar que la 
producción del delito es una justificación previa al uso de castigo es insostenible 
incluso desde la postura Hegeliana93, porque ello supone la existencia de una 
excepción al marco de justificación y razón, es decir, que esa acción no esta 
justificada, esta por fuera de lo razonable. Es igualmente insostenible afirmar, que 
el castigo es una consecuencia involuntaria producida por el deseo de proteger la 
observancia de la razón en el comportamiento del otro, porque el hecho de juzgar 
su conducta y desear que se mantenga dentro de la razón hace que la aplicación de 
castigo deje de ser simplemente involuntaria. Esto sugiere que TRR comparte una 
postura crítica del derecho penal de carácter retributivo y se identifica en mayor 
medida con los modelos de justicia con enfoque restaurativo.  
 
En síntesis, los modelos de rendición de cuentas de la justicia transicional pueden 
basarse en modelos penales tradicionales, donde es importante la imposición de 
penas. Sin embargo, este modelo es inconveniente por el riesgo de reconfiguración 
del conflicto y por el desconocimiento a lógicas importantes. Por ello, se plantea un 
segundo modelo, denominao TRR. Él se basa en el reconocimiento de la racionalidad 
de los actores, así como en la construcción conjunta de un sistema de justicia para 
las víctimas.  
 
III. Modelo transicional colombiano  
 
Con el fin de describir este modelo, se abordará primero el diseño de la Justicia 
Especial para la Paz pactado en el AcCo. Luego, se hará referencia a las normas 
jurídicas para su implementación, que son el ALJEP y la LJEP. Explicadas estas 
normas, se hara referencia sobre el proceso de revisión de constitucionalidad que 
se surtió como parte del procedimiento de expedición del ALJEP con el fin de tomar 
                                                          
90 Ibíd., p. 63. 
91 Alan Norrie, Op. Cit. p. 49. 
92 Charles V. Blatz, Op. Cit, p. 73. 
93 Francisco Cortés, “Entre el perdón y la justicia. Reflexiones en torno a los límites y contradicciones de 




en consideración la participación de distintos actores y la definición final del tema 
por parte de la CortConst.  
 
A. Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz 
estable y duradera 
 
En el punto 5 del AcCo se estipula la creación del SIVJRN cuyo objetivo es garantizar 
los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición, 
así como el reconocimiento de responsabilidad por los participantes de las graves 
violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario94. El SIVJRN combina mecanismos judiciales con mecanismos 
extrajudiciales complementarios que permiten la investigación y la sanción, así 
como el esclarecimiento de la verdad, la búsqueda de desaparecidos y la 
reparación95.  
 
Los mecanismos previstos para su conformación son: la Comisión para el 
Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición, la Unidad especial 
para la búsqueda de personas dadas por desaparecidas en el contexto y en razón del 
conflicto armado, la JEP, las Medidas de reparación integral para la construcción de 
la paz y las Garantías de No Repetición96. En este caso se abordará la JEP.  
 
El objetivo de la JEP es satisfacer el derecho de las víctimas a la justicia a través de 
la adopción de decisiones judiciales en contra o a favor de quienes participaron de 
manera directa o indirecta en el conflicto armado interno en la comisión de graves 
infracciones del Derecho Internacional Humanitario y graves violaciones de los 
Derechos Humanos97. 
 
En su diseño se destaca la preponderancia de medidas restaurativas y reparadoras 
sobre aquellas de carácter retributivo98.  Esto significa que las penas que se imponen 
buscan principalmente el resarcimiento de las víctimas, a través de la restauración, 
y cuando esta no sea posible, a través de la reparación del daño causado. Sin 
embargo, esto depende de un condicionamiento. Los perpretradores accederán a los 
beneficios de la aplicación de medidas restaurativas siempre y cuando cumplan con 
el compromiso de aportar verdad, reparar a las víctimas y garanticen la no 
repetición de los hechos99.  Las sanciones restauradoras previstas en el AcCo son la 
participación en la realización de programas de reparación, construcción, limpieza, 
sustitución de cultivos ilícitos, protección ambiental, desarrollo urbano, acceso a 
                                                          
94 Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, p. 128. 
Disponible en: http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-
conversaciones/Documentos%20compartidos/24-11-2016NuevoAcuerdoFinal.pdf  
95 Ibíd., p. 8. 
96 Ibíd., p. 129.  
97 Ibíd., p. 143. 
98 Ibíd., p. 144.  
99 Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, p. 130 




agua potable, construcción de redes y sistemas de saneamiento y erradicación de 
restos explosivos de guerra100. La sanción retributiva es la privación efectiva de la 
libertad en centros de reclusión penal101.  
 
Aunque en el AcCo se anuncia insistentemente la centralidad en los derechos de las 
víctimas, al aspecto sustancial parece restársele protagonismo ya que el momento 
procesal en el que se cumplan las condiciones es aún mas determinante para definir 
si las medidas que se aplican tienen un contenido retributivo o restaurativo102. Por 
ello se ahondará en la trascendencia de dicho procedimiento.  
 
La JEP esta integrada por distintas Salas. La Sala de Reconocimiento de Verdad y 
Responsabilidad y Determinación de los hechos y conductas esta encargada de 
remitir a la Sala de Amnistías e Indultos los casos que considere pueden acceder a 
amnistías103 o remitir un informe al Tribunal para la Paz sobre los casos de delitos 
no amnistiables104. Según el caso, también puede remitir casos a la Sala de Definición 
de Situaciones Jurídicas, cuando los hechos no sean amnistiables ni tampoco den 
lugar a responsabilidades, o a la Unidad de Investigación cuando no hayan sido 
reconocidos los hechos, para que sea esta quien, si hallare mérito, remita el caso al 
Tribunal garantizando de esta manera el derecho a la justicia de las víctimas105.   
 
El Tribunal para la Paz se encarga de proferir sentencias absolutorias o 
condenatorias con las sanciones propias, alternativas u ordinarias que 
correspondan según el caso106. En los casos de reconocimiento de verdad y 
responsabilidad por delitos graves se previeron dos supuestos: a) cuando se lleven 
a cabo ante la Sala de Reconocimiento, la sanción prevista es la restricción efectiva 
de libertades y derechos de dos años a cinco años durante los cuales se ejecuta la 
sanción restauradora107. En ningún caso implica cárcel o prisión ni medidas 
similares108. Las sanciones restauradoras deberán ser presentadas en proyecto de 
ejecución de los trabajos, obras o actividades reparadoras y restaurativas por los 
comparecientes o formuladas por la Sala de Reconocimiento109. b) en los casos de 
                                                          
100 Ibíd., pp. 173 y 172.  
101 Ibíd., p. 166.  
102 Ibíd., pp. 174 y 175.  
103 En el AcCo se pactó la amnistía para delitos políticos y conexos, exceptuando “los delitos de lesa 
humanidad, el genocidio, los graves crímenes de guerra, la toma de rehenes u otra privación grave de la 
libertad, la tortura, las ejecuciones extrajudiciales, la desaparición forzada, el acceso carnal violento y otras 
formas de violencia sexual, la sustracción de menores, el desplazamiento forzado y el reclutamiento de 
menores”. Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y 
Duradera, p. 151. Disponible en: http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-
conversaciones/Documentos%20compartidos/24-11-2016NuevoAcuerdoFinal.pdf 
104 Ibíd., pp. 156 y 157. 
105 Ibíd., pp. 156 y 157. 
106 Ibíd., pp. 160. 
107 Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, p. 
172. Disponible en: http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-
conversaciones/Documentos%20compartidos/24-11-2016NuevoAcuerdoFinal.pdf 
108 Ibíd., p. 165.  
109 Ibíd., pp. 172 y 173. 
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reconocimiento ante la Sección de Enjuiciamiento la sanción sí tiene función 
retributiva de pena privativa de la libertad, pero es una sanción alternativa de cinco 
a ocho años, beneficio condicionado al compromiso del destinatario de cumplir con 
actividades de resocialización como el trabajo y el estudio durante la ejecución de la 
sanción110. 
 
Finalmente, para los casos en los que no se realice reconocimiento ni se 
comprometan a la reparación se prevé una sanción ordinaria de privación efectiva 
de la libertad por un periodo de quince (15) a veinte (20) años111. En este caso los 
destinatarios pueden obtener redenciones con el compromiso de contribuir con su 
resocialización a través del trabajo o estudio durante la ejecución de la sanción112.  
 
Adicionalmente, dentro de las actividades en pro de la reparación de las víctimas, el 
acuerdo se refirió, a actos de reconocimiento de responsabilidad colectiva y 
solicitudes públicas de perdón por parte del Estado, las FARC y otros intervinientes 
en el conflicto; a planes de reparación colectiva con enfoque territorial y nacionales; 
planes de rehabilitación psico-social; procesos colectivos de retorno de personas en 
condición de desplazamiento interior y exterior; restitución de tierras113. Todo ello 
orientado a facilitar la reconciliación y la convivencia futura entre las víctimas, las 
autoridades estatales, los ex participantes de las FARC y la sociedad en general114.  
 
B. Acto Legislativo 01 de 2017115  
 
El AcCo, por ser un acuerdo político, requirió un proceso de implementación 
normativa. La JEP fue implementada normativamente a través de la expedición del 
Acto Legislativo 01 de 2017.  
 
En la siguiente descripción se abordará el debate que se llevo a cabo para su 
aprobación en el Congreso de la República (en adelante CongRep) con el fin de 
identificar las posturas que se presentaron alrededor de la imposición de penas en 
el marco de la JEP. También se hará referencia al proceso de revisión de 
constitucionalidad que se surtió como parte del procedimiento de expedición del 
ALJEP con el fin de tomar en consideración la participación de distintos actores y la 
definición final del tema por parte de la CortConst.  
 
1. Proyecto de Acto Legislativo  
 
                                                          
110 Ibíd., p. 174.  
111 Ibíd., p. 175.  
112 Ibíd., p. 175. 
113 Ibíd., pp. 178-186. 
114 Ibíd., p. 178 
115 El ALJEP fue expedido en virtud del procedimiento legislativo especial para la paz, más conocido como 
"Fast Track", creado con el Acto Legislativo 01 de 2016 con el objetivo de agilizar la implementación del 
acuerdo final. Esta norma incorporó un título transitorio a la Constitución Política con el contenido general 
del punto del acuerdo final referido al "Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición". 
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El día 19 de diciembre del año 2016 el Gobierno radicó ante el CongRep el Proyecto 
de Acto Legislativo número 002 de 2016 de la Cámara de Representantes116 “por 
medio del cual se crea un título de disposiciones transitorias de la Constitución 
aplicables a los agentes del Estado para la terminación del conflicto y la construcción 
de una paz estable y duradera y se dictan otras disposiciones” y el proyecto de Acto 
Legislativo número 003 de 2016 de la Cámara de Representantes117, “por medio del 
cual se crea un título de disposiciones transitorias de la Constitución para la 
terminación del conflicto armado y la construcción de una paz estable y duradera y 
se dictan otras disposiciones”. Dada la similitud y conexidad en sus contenidos estos 
proyectos fueron acumulados para ser analizados en conjunto. En estos se previeron 
ciertos tipos de sanciones, las cuales se justificaron en la exposición de motivos del 
gobierno con la función restauradora y reparadora de la JEP y la discrecionalidad 
que tienen los estados en materia de penas, siempre que se respeten sus objetivos y 
los estándares internacionales118. Igualmente se apeló a la necesidad de satisfacer 
los derechos de las víctimas119.  
 
En el trámite de aprobación del proyecto en el Congreso de la Republica, se 
presentaron dos ponencias. La primera, liderada por la oposición, fue negativa y 
pidió el archivo del proyecto. Sostuvo que las sanciones no privativas de la libertad 
de la JEP en caso de graves violaciones a los Derechos Humanos y crímenes de 
guerra eran inaceptables. Señaló que la sustracción de responsabilidad de los 
máximos responsables de dichos crímenes habilitaría la competencia a la Corte 
Penal Internacional120. Esta ponencia fue desaprobada por votación de la mayoría 
los representantes a la cámara121.  
 
La segunda, fue positiva y solicitó continuar con el trámite legislativo. Sostuvo que 
el Estatuto de Roma no contiene disposición alguna que indique el tipo de sanción 
ni la duración que debe aplicarse, porque se le reconoce al Estado un margen de 
apreciación en la materia.  
 
El modelo restaurativo fue interpretado como aquel que impone una sanción con un 
componente de condena penal, pero también con un componente de reparación 
para las víctimas122. En ese sentido la transformación de un modelo de justicia 
retributivo a un modelo restaurativo fue considerada beneficiosa para las víctimas 
por ser una materialización de su deseo de reparación123. 
 
En materia de sanciones dos posturas se vislumbraron. La de la oposición, que 
consideró que las penas previstas en el ALJEP son constitutivas de impunidad 
                                                          
116 GacCong 1165/2016, p. 1. 
117 Ibíd., p. 7. 
118 Ibíd., p. 12. 
119 Ibíd., p. 12. 
120 GacCong 111/2017, p. 27 
121 Ibíd., p. 31. 
122 GacCong 111/2017, p. 34. 
123  Ibíd., p. 34. 
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porque ni siquiera contemplaron el escenario de una reducción proporcional de la 
pena como mecanismo alternativo, sino que las eliminaron por completo124. 
Mientras que la postura de la mayoría de los congresistas que participó en el debate 
fue que la JEP no implicaba impunidad. Señalaron que si bien, el concepto de justicia 
de la JEP es distinto porque descansa sobre la idea de la justicia restaurativa, no deja 
de ser justicia125. Exaltaron su garantía de verdad, reconocimiento de 
responsabilidades y justicia con el establecimiento de las sanciones previsto en el 
AcCo sin referirse de manera específica a éstas126.  
 
La definición del ámbito de competencia entre la JEP y la jurisdicción ordinaria fue 
otro de los puntos de mayor interés en los debates. Se enfatizó que la JEP opera 
exclusivamente para los actores del conflicto armado, guerrilleros, agentes del 
Estado o Fuerzas Armadas, y los terceros que hayan cometido delitos con ocasión 
del conflicto interno127. A diferencia de la justicia ordinaria, está diseñada 
especialmente para hechos enmarcados en el conflicto y brinda condiciones 
favorables128. Por ello, se dejó claro que la reincidencia sería castigada dentro de la 
justicia ordinaria por el nuevo crimen y por todos los crímenes anteriores129.  
 
2. Revisión de constitucionalidad  
 
La CortConst conoció por mandato del literal k) del artículo 1 del Acto Legislativo 
01 de 2016130 el proyecto de acto legislativo de la JEP.  La CortConst decidió 
involucrar a todos los sectores sociales, a fin de tener el mayor número de opiniones 
e interpretaciones constitucionales sobre la JEP. Para ello, solicitó la intervención de 
varios actores a partir de la fijación en lista y convocó a una audiencia pública, en la 
cual no permitió una participación abierta, sino que fijó tres núcleos de discusión131. 
Para el presente artículo es importante el tercer núcleo.  
 
Dentro de los intervinientes figuraron representantes del Gobierno132 y de otras 
entidades públicas como la Fiscalía General de la Nación, la Procuraduría y la 
                                                          
124 GacCong 253/2017, p. 20. 
125 Ibíd., p.24. 
126 Ibíd., p. 26. 
127 Ibíd., p. 27.; Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y 
Duradera, p. 146, 147 y 148. Disponible en: http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-
conversaciones/Documentos%20compartidos/24-11-2016NuevoAcuerdoFinal.pdf 
128 GacCong 253/2017, p. 43. 
129 Ibíd., p. 39. 
130 En virtud del cual le corresponde a la Corte Constitucional ejercer un control automático y único de 
constitucionalidad, en relación con los actos legislativos adoptados en desarrollo del Procedimiento 
Legislativo Especial para la Paz.  
131 De acuerdo con el Auto del 30 de junio de 2017 del expediente RPZ-003, los nucleos temáticos a 
desarrollar en la audiencia pública fueron: (i) La naturaleza y el alcance del control constitucional del Acto 
Legislativo 1 de 2017. (ii) El impacto del diseño institucional del Acto Legislativo 1 de 2017 en la estructura 
del Estado prevista en la Constitución de 1991. (iii) Los instrumentos judiciales y extrajudiciales para la 
materialización de la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición. 
132 Asistieron: el Ministro de Justicia, Enrique Gil Botero. El Ministro del Interior, Guillermo Rivera. El ex 
Alto Comisionado de Paz, Sergio Jaramillo.  
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Defensoría del Pueblo. Además de la participación de expertos profesionales en 
materia de justicia transicional y representantes de organizaciones relacionadas133.   
 
En términos generales134, la mayoría de intervinientes tuvieron una postura positiva 
frente al ALJEP. Los representates del gobierno justificaron el ALJEP a partir de la 
necesidad de paz y reconciliación. Por otra parte, quienes podrían agruparse como 
académicos y expertos en la materia135, resaltaron su conformidad con el Derecho 
Internacional con mínimas salvedades en puntos ajenos al presente estudio. 
También coincidieron en justificar la creación de instituciones transicionales y de 
tratamientos especiales en el contexto de excepcionalidad en el país. Finalmente, 
evaluaron positivamente el régimen de condicionalidad. Este fue identificado como 
la herramienta que asegura la integralidad del SIVJRN y que a su vez garantiza el 
respeto por los cuatro derechos básicos de las víctimas.  
 
La postura crítica, que podría considerarse minoritaría, estuvo encabezada por 
representantes de víctimas136. En sus intervenciones cuestionaron la efectividad de 
los mecanismos previstos en el ALJEP. Por ejemplo, reclamaron que la verdadera 
garantía del derecho a la verdad reside en la confesión plena que además es muestra 
de sincero arrepentimiento por parte de los perpretadores y no en el simple 
reconocimiento que se prevé desde el AcCo. Asimismo, mostraron su inconformidad 
principalmente con dos aspectos del sistema de sanciones. El primero, la restricción 
de libertad como pena accesoria de sanciones restaurativas porque no sastisface sus 
solicitudes sobre efectiva reclusión para los victimaros137. El segundo, la 
estipulación de que el contenido de las penas restaurativas sea propuesto a través 
de proyectos por los perpetradores y no por las víctimas138 porque no consideran 
lógico que no se les de participación a la víctimas en la configuración de proyectos 
que pretenden repararlas.  
  
                                                          
133 Fueron invitadas organizaciones como la Corporación Excelencia en al Justicia, la Fundación Derecho 
Justo, el Centro Internacional para la Justicia Transicional, Dejusticia, entre otras.  
134 A la fecha de terminación del presente artículo no ha sido publicada la sentencia C-674/17 en su 
integralidad. Por lo cual, las descripciones sobre la intervenciones están basadas en la audiencia pública 
celebrada el 5 julio de 2017, cuyo registro esta disponible en: 
https://www.youtube.com/watch?v=g1JTrNTmAiE 
135 Rodrigo Uprinmy, Maria Carmelina Londoño, Juan Carlos Lancheros y Catalina Botero Marino.  
136 Voceros de la Consultoria para los Derechos Humanos y el Desplazamiento (CODHES), la Federación 
Colombiana de Víctimas de las FARC (FEVCOL) y el Movimiento de Víctimas de Agentes del Estado 
(MOVICE) 
137 Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, p. 
165. Disponible en: http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/procesos-y-
conversaciones/Documentos%20compartidos/24-11-2016NuevoAcuerdoFinal.pdf  
138 Ibíd., pp. 172 y 173.  
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Celebrada la audiencia pública la CortCons continuó con el estudio del ALJEP139, en 
el cual realizó un juicio de sustitución de la Constitución140. Para ello identificó, como 
uno de los ejes definitorios de la Constitución relevantes, el deber estatal de 
investigar, juzgar y sancionar las graves violaciones de derechos humanos y las 
infracciones al DIH y de garantizar los derechos de las víctimas a la verdad, la 
justicia, la reparación y la no repetición141. Por ello, determinó que la JEP debe 
verificar que las sanciones por los crímenes internacionales más graves, en el marco 
del ALJEP, sean compatibles con el derecho internacional142. La JEP debe establecer 
en cada caso que las sanciones cumplan los objetivos apropiados de las penas, de 
disuasión, retribución, rehabilitación y restauración143. Para la CortCons la 
adecuada reparación de las víctimas depende de la efectividad de las restricciones 
de libertades y derechos fundamentales, de la verificación por parte de la JEP y de 
su compatibilidad con actividades políticas144.  
 
Asimismo, en concordancia con varios de los intervinientes145 en la audiencia 
pública, consideró que para garantizar la protección de las víctimas la aplicación de 
los beneficios del ALJEP está sujeto al régimen de condicionalidad, que implica la 
verificación del cumplimiento de todas las obligaciones a cargo de los 
desmovilizados derivadas del AcCo, a saber: a) dejar las armas; b) contribuir en el 
proceso de reincorporación a la vida civil; c) aportar verdad plena; d) garantizar la 
no repetición y abstenerse de cometer nuevos delitos, o delitos de ejecución 
permanente, después del primero 1 de diciembre de 2016; e) contribuir a la 
reparación de las víctimas, y en particular inventariar todo tipo de bienes y activos; 
y f) Entregar los menores de edad146. La CortConst también dejó claro, que si las 
condiciones establecidas y las sanciones impuestas son desconocidas, se configura 
una pérdida de beneficios del SIVJRNR147. 
 
C. Proyecto de Ley Estatutaria 
 
El día 1 de agosto del año 2017, en cumplimiento del art. 5 transitorio del ALJEP, el 
Gobierno radicó ante el CongRep el Proyecto de Ley Estatutaria número 008 de 2017 
                                                          
139 A la fecha de terminación del presente artículo no ha sido publicada la sentencia C-674/17 en su 
integralidad. Por lo cual, las descripciones hechas en el escrito son basadas en el comunicado de prensa No. 
55 del 15 de noviembre de 2017, disponible en: 
http://www.corteconstitucional.gov.co/comunicados/No.%2055%20comunicado%2014%20de%20novie
mbre%20de%202017.pdf  
140 Comunicado de prensa No. 55 del 15 de noviembre de 2017, p. 17 disponible en: 
http://www.corteconstitucional.gov.co/comunicados/No.%2055%20comunicado%2014%20de%20novie
mbre%20de%202017.pdf  
141 Ibíd., p. 18.  
142 Ibíd., p. 23.  
143 Ibíd., p. 23. 
144 Ibíd., p. 23. 
145 Rodrigo Uprinmy, Maria Carmelina Londoño, Juan Carlos Lancheros y Catalina Botero Marino. 
146 Comunicado de prensa No. 55 del 15 de noviembre de 2017, p. 18 disponible en: 
http://www.corteconstitucional.gov.co/comunicados/No.%2055%20comunicado%2014%20de%20novie
mbre%20de%202017.pdf 
147 Ibíd., p. 18.  
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del Senado “Estatutaria de la Administración de Justicia en la Jurisdicción Especial 
para la Paz” 148.  
 
El proyecto fue publicado con 12 títulos entre los cuales, resulta relevante el titulo I, 
que dispone el deber de investigar, perseguir y sancionar las graves violaciones a los 
derechos humanos y al Derecho Internacional Humanitario; la garantía de los 
derechos de las víctimas; y,  la condicionalidad de contribuir al esclarecimiento de 
la verdad, a la reparación integral y a la no repetición como requisitos para acceder 
al tratamiento especial como principios fundamentales para el funcionamiento de la 
JEP149. 
 
El Gobierno, en la exposición de motivos del proyecto justificó el enfoque 
restaurativo de las sanciones previstas en la LJEP en las manifestaciones del Fiscal 
Adjunto de la CPI acerca del amplio margen de apreciación de los Estados en materia 
de penas y sanciones, siempre que con estas se garantice investigación, condena 
pública, reconocimiento del sufrimiento de las víctimas y la  prevención de 
conductas futuras150.  
 
El título IX del proyecto desarrolla los tipos de sanciones ya anunciados en el ALJEP, 
pero antes, reitera dos aspectos fundamentales. Primero, que la finalidad de las 
sanciones es satisfacer los derechos de las víctimas151. Segundo, que, en virtud del 
régimen de condicionalidad, las sanciones tendrán función restaurativa y 
reparadora en la medida en que se contribuya con el reconocimiento de verdad y 





PRESUPUESTO CONTENIDO  
PROPIAS Reconocimiento de 
responsabilidad y verdad 
plena ante la Sala de 
Reconocimiento 
Restricción efectiva de 
libertades y derechos con 
monitoreo por una duración de 5 
a 8 años, tiempo en el que se 
cumplirán las funciones 
reparadora y restauradoras. 
 
*podrán ser de 2 a 5 años cuando 
el grado de participación es de 
complicidad o de autoría y 
determinación si el aporte no fue 
determinante 
ALTERNATIVAS  Reconocimiento de verdad 
y responsabilidad ante la 
Pena privativa de la libertad de 5 
a 8 años sin posibilidad de 
                                                          
148 GacCong 626/2017,  p. 1. 
149 Ibíd., pp. 1 y 2.  
150 Ibíd., p. 41. 
151 Ibíd., p. 31. 
152 GacCong 626/2017, p. 31.  
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Sección de enjuiciamiento, 
antes de que se profiera 
sentencia 
subrogados penales u otros 
beneficios. De acuerdo con cada 
caso el Tribunal puede ordenar 
que cumplido un 50% como 
mínimo, el tiempo restante se 
cumpla como sanción propia. 
 
*podrán ser de 2 a 5 años cuando 
el grado de participación es de 
complicidad o de autoría y 
determinación si el aporte no fue 
determinante 
ORDINARIAS  No reconocimiento de 
verdad y responsabilidad  
Privación efectiva de libertad de 
15 a 20 años y posibilidad de 
acceder a redenciones y 
subrogados previstos en las 
normas penales con el 
correspondiente compromiso 
con la resocialización y la no 
repetición. 
 
La dosificación de la sanción dependerá de: a) el grado de verdad otorgado; b) la 
gravedad de la conducta; c) el nivel de participación, c) las circunstancias de mayor 
y menor punibilidad y; e) los compromisos en materia de reparación y garantías de 
no repetición153.  
 
Las sanciones propias cumplirán una función restauradora y reparadora, dicho 
componente podrá ser definidio por la Sala de Reconocimiento o ser materia de un 
proyecto presentado por los comparecientes que deberá establecer un sistema de 
consulta con las víctimas residentes del lugar previsto para su cumplimiento con el 
fin de constatar su acuerdo o desacuerdo154. Asimismo, deberá ser aprobado por 
Sala. Este proyecto podrá presentarse individual o colectivamente155. 
 
El componente reparador podrá incluir la participación y ejecución en programas 
de: 
  
En zonas rurales En zonas urbanas Limpieza y 
erradicación de 
minado 
1. Reparación para 
campesinos desplazados 
1. Construcción y 
reparación de 
infraestructuras en zonas 
urbanas: escuelas, vías 
1. Limpieza y 
erradicación de restos 
explosivos de guerra y 
                                                          
153 GacCong 626/2017, p. 33. 
154 Ibíd., p. 34. 




medioambiental de zonas 
de reserva 
3. Construcción y 
reparación de 
infraestructuras 
4. Desarrollo rural 
5. Eliminación de 
residuos en las zonas 
necesitadas de ello. 
6. Mejora de la 
electrificación y 
conectividad en 
comunicaciones de las 
zonas agrícolas. 
7. Sustitución de cultivos 
de uso ilícito. 
8. Recuperación 
ambiental de las áreas 
afectadas por cultivos de 
uso ilícito. 
9. Construcción y mejora 
de las infraestructuras 
viales para la 
comercialización de 
productos agrícolas de 
zonas de sustitución de 
cultivos ilícitos. 
10. Alfabetización y 
capacitación. 





2. Desarrollo urbano. 
3. Acceso a agua potable y 
construcción de redes y 
sistemas de saneamiento 
4. Alfabetización y 





2. Limpieza y 






En el debate en el Congreso se presentaron más de 100 proposiciones que fueron 
centradas en 33 artículos156, los principales temas fueron: la participación efectiva 
de las víctimas, los requisitos para acceder a tratamientos especiales, la 
temporalidad, la responsabilidad de mando, la suspensión condicional de la pena 
y la participación política157. En relación con las víctimas, si bien el proyecto 
original recogía la participación como principio, los congresistas consideraron 
necesaria la inclusión de precisiones sobre la facultad de interponer recursos y 
acceder a medidas de protección, razón por la que con las modificaciones se dio 
carácter de inteviniente a la víctima dentro del proceso judicial158.  
 
IV. Conclusiones 
                                                          
156 GacCong 971/2017, p. 1.  
157 Ibíd., p. 2.  




Existen elementos en el diseño de justicia transicional del AcCo que permiten 
observar cierta concordancia con TRR. La consideración de las víctimas como eje 
central del proceso, su participación efectiva en el proceso y el cambio de paradigma 
de justicia retributiva a restaurativa son características fundamentales. Resultan 
concordantes con TRR porque permiten que la víctima adquiera reconocimiento 
como agente racional y en consecuencia tenga la facultad legítima de presentar 
reclamos ante los pasados perpretadores con el objeto de obtener rendición de 
cuentas por las violaciones a las cuales fueron sometidas. Igualmente, la imposición 
de sanciones de carácter restaurativo y reparador, como las contempladas en la LJEP 
pueden significar un avance importante en la superación del paradigma de la justicia 
retributiva y en el establecimiento de un compromiso mutuo a futuro entre las 
víctimas y los victimarios.  
 
Por otra parte, el denominado “régimen de condicionalidad” bajo el cual se 
desarrolla la creación de una justicia especial evidencia la distinción entre un 
contexto excepcional y uno ordinario. En otras palabras, los elementos de TRR se 
mantienen vigentes en la medida en que las partes contribuyen con el 
reconocimiento de las víctimas y muestran un compromiso con su restauración. En 
el caso en contrario, se entiende que la omisión de dichos deberes implica la 
migración a un sistema ordinario.  
 
Sin embargo, otros puntos pueden crear duda acerca del acogimiento integral de los 
planteamientos de TRR. Al menos dos aspectos pueden ser considerados: primero, 
la exclusión de las víctimas en la creación del proyecto de restauración que se 
permite presentar a los ex miembros de las FARC-EP. Segundo, la imposición de 
penas retributivas como consecuencia del retardo en el reconocimiento de verdad y 
responsabilidad prevista por el régimen de condicionalidad.  
 
El primero, en concordancia con lo anunciado con algunos grupos de víctimas en 
proceso de implementación normativa del AcCo, porque resulta discutible que un 
sistema que tiene como eje central la redignificación y la participación efectiva de 
las víctimas las aisle de la creación de un proyecto que se supone, pretende restaurar 
el daño causado a ellas mismas. El simple sometimiento del proyecto a su 
aprobación o desaprobación previsto en la LJEP no implica un intercambio de 
razones y justificaciones entre las víctimas y el victimario como lo plantea TRR. Esto 
impide la participación en la construcción de la razón pública, de la formación de 
juicios comunes y de moral común. Representaciones que como se mencionó 
determinan la forma en la que los seres humanos actúan, evalúan los actos de los 
otros y construyen su concepto de justicia.   
 
El segundo surge de la siguiente cuestión, porqué pese a que el victimario muestra 
la intención de acogerse al proceso con su desmovilización y desarme, asi como con 
la aceptación voluntaria de ser juzgado por un tribunal, el solo hecho de reconocer 
su responsabilidad y aportar verdad ante una instancia distinta o una etapa procesal 
posterior justifica la imposición de sanciones alternativas que implican la aplicación 
de una pena con carácter retributivo. Si bien, se señaló que el incumplimiento total 
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del deber de reconocimiento de verdad y responsabilidad justifica la aplicación de 
penas contempladas en el régimen ordinario, en el entendido de que estas omisiones 
generan la salida del marco de justicia transicional, los presupuestos para la 
aplicación de sanciones “alternativas” son insostenibles teniendo en cuenta que al 
final de cuentas el victimario decide contribuir con sus deberes para la restauración 
de las víctimas.  
 
Sin perjucio de lo anterior, considerar que la integración total de los planteamientos 
de TRR al modelo de justicia transicional colombiano puede generar problemas 
prácticos es válido. En efecto, el conflicto en Colombia ha producido y produce una 
victimización múltiple de la sociedad. La sociedad sufre indiscriminadamente los 
ataques de los multiples actores, incluido el Estado. La violencia del conflicto 
armado colombiano se ha caracterizado por ser masiva, por lo que la labor de 
determinar a todos los actores para su participación en los procesos restaurativos y 
de redignificación de las víctimas es muy compleja. La naturaleza del conflicto hace 
difícil saber cuales actores tendrían la disposición de integrar una relación de 
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